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TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CASOS EN QUE LAS EPS DEBEN SUMINISTRAR TRANSPORTE, ALOJAMIENTO Y ALIMENTACIÓN AL PACIENTE QUE DEBE DESPLAZARSE PARA RECIBIR LA ATENCIÓN MÉDICA Y A SU ACOMPAÑANTE.
… la honorable Corte Constitucional ha sido enfática en señalar que las EPS deben suministrarle ayuda económica al afiliado que requiera desplazarse a ciudad diferente en la que tiene asentada su residencia a recibir la prestación de servicios clínicos que no se encuentran ofertados en ésta, aun cuando este concepto no haga parte del POS, en aquellos eventos en que el afiliado y su núcleo familiar no dispongan de los recursos económicos para estos menesteres y tal atención médica resulte ser indispensable para salvaguardar la vida del paciente o su integridad personal – T 309-18.

Hace notar en este aspecto el alto Tribunal, que el Juez de tutela debe analizar la procedencia de tales conceptos en cada caso concreto, atendiendo criterios como la necesidad, pertinencia y urgencia de la medida. Aunado a lo anterior, la Corte ha explicado que, si bien este tipo de servicios (alojamiento y alimentación requeridos para el desplazamiento y estadía del paciente en otra ciudad) no hacen parte del POS, las EPS no se pueden mostrar indiferentes frente a la facilitación de los mismos, en favor de aquellos afiliados imposibilitados de asumir tales erogaciones, por cuanto este tipo de ayudas constituyen la vía o mecanismo a través de los cuales tales sujetos pueden acceder a las prestaciones asistenciales que ofrece el Sistema de Seguridad Social, y, por ende, hacer efectivo el derecho a la salud.

Ahora bien, resalta el máximo exponente de la jurisdicción constitucional, que también resulta procedente ordenar a las EPS la asunción de los costos de transporte, alojamiento y alimentación que requiera el acompañante del paciente, siempre y cuando, la intervención de aquel resulte necesaria, según concepto médico, y, ni el afiliado ni su núcleo familiar cuenten con los recursos suficientes para financiar tales referidas erogaciones.
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SALA LABORAL
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, treinta de abril de dos mil diecinueve
Acta N°  0      de 30 de abril de 2019
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir al impugnación formulada por JOSÉ ALDEMAR ZULUAGA ZULUAGA, agenciado por la señora María Normalia Guerrero Cortés contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito dentro de la acción de tutela que le promueve a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa la señora María Normalia Guerrero Cortés, quien actúa en calidad de agente oficiosa de su esposo José Aldemar Zuluaga Zuluaga que, en consideración a la enfermedad que éste padece, su avanzada edad y la ausencia de recursos económicos, solicitó a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda que le fuera brindado el servicio de transporte para asistir a las citas médicas en la ciudad y fuera de ella.

Sostiene que inicialmente requirió el servicio de ambulancia pero la entidad le contestó que no se encontraba disponible.
Por lo anterior solicita que se amparen los derechos fundamentales de su cónyuge y se ordene a la entidad accionada brindar el servicio de ambulancia o en su defecto taxi para el traslado del paciente a atender citas médicas, exámenes, cirugías o a donde sea remitido por el médico tratante.  Así mismo reclama que en el evento de que los servicios médicos sean prestados fuera de la ciudad, se garantice el servicio de trasporte, alimentación y alojamiento para el accionante y su acompañante.

TRAMITE IMPARTIDO
Presentada la acción, esta correspondió por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito, despacho que la admitió y corrió traslado a la entidad accionada para que se pronunciara respecto a los hechos de la acción y ejerciera su derecho de defensa.  Dentro del término conferido la entidad guardó silencio.
Llegado el día de fallo, el juzgado de conocimiento amparó el derecho fundamental a salud del señor José Aldemar Zuluaga Zuluaga y ordenó a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional brindarle el servicio de trasporte que determine su médico tratante dentro y fuera de la ciudad, según el estado de salud que presente, con el fin de que asita a las citas médicas, exámenes y procedimientos ordenados, durante el tratamiento de la patología denominada “angiosarcoma de alto grado”.
La anterior orden tuvo como fundamento la condición de sujeto de especial protección del paciente, pues es una persona de la tercera edad que no cuenta con los recursos económicos para su desplazamiento a las citas, valoraciones y exámenes que le son ordenados.

Consideró que si bien no es un servicio POS, no por ello la entidad accionada debe sustraerse de la obligación que tiene de brindarle a sus afiliados la cobertura que requiera, máxime cuando se presentan los presupuestos establecidos por la Corte Constitucional en la sentencia T-568-2014, para ordenar el servicio de transporte.

El accionante impugnó la decisión, para insistir en el suministro de alimentación tanto dentro como fuera de la ciudad y alojamiento en este último caso.
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Debe la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda brindar servicio de transporte, alimentación y alojamiento a sus afiliados para que éstos puedan asistir a las citas médicas, exámenes y procedimiento, dentro y fuera de la ciudad de residencia?

Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.

La Ley 100 de 1993 excluyó del Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.

Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios, creando además como órgano rector y coordinador del Sistema de Salud (Art. 8°), el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (CSSMP), cuya función, entre otras, es aprobar el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial y los planes complementarios de salud, con sujeción a los recursos disponibles para la prestación del servicio de salud (Art. 9°, literal d).
2. DE LA ORDEN DE SERVICIOS EXCLUIDOS DEL PLAN DE SERVICIOS DE SANIDAD MILITAR Y POLICIAL.
Para la Corte Constitucional, las Direcciones de Sanidad Regionales de la Policía Nacional, en términos generales pueden compararse con una EPS y así lo dejó anotado en la Sentencia T-540 de 2002, la verdad es que el hecho de que pertenezca a un sistema de salud especial hace la diferencia, pues se financia de los recursos de fondos propios, tal como lo establece el artículo 38 de la Ley 352 de 1997que en su tenor literal establece:

“ART. 38. Fondos cuenta del SSMP. Para efectos de la operación del SSMP, funcionarán el fondo-cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares y el fondo-cuenta del Subsistema de Salud de la Policía Nacional. Los fondos-cuenta tendrán el carácter de fondos especiales, sin personería jurídica, ni planta de personal. Los recursos de los fondos serán administrados en los términos que determine el CSSMP, directamente por la Dirección General de Sanidad Militar o por la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, y ejecutados por las Fuerzas Militares o por la Policía Nacional, según corresponda. Los recursos podrán ser administrados por encargo fiduciario conforme a lo dispuesto en el estatuto general de contratación de la Administración Pública. Ingresarán a cada uno de los fondos cuenta los siguientes recursos según sea el caso:
a) Los ingresos por cotización del afiliado y por cotización correspondiente al aporte del Estado como aporte patronal;

b) Los aportes del Presupuesto Nacional con destino al respectivo Subsistema contemplados en el artículo 32 y los literales b), c), d), y f) del artículo 34 de la presente Ley;

c) Los ingresos por pagos compartidos y cuotas moderadoras realizados por los beneficiarios del respectivo Subsistema;

d) Otros recursos o ingresos destinados para el funcionamiento de casa uno de los Subsistemas;

e) Recursos derivados de la venta de servicios.

Parágrafo. Los recursos a que hacen referencia los literales a), c) y e) serán recaudados y transferidos directamente al fondo cuenta correspondiente para su distribución y transferencia.” 

De conformidad con la norma transcrita, la Dirección General de Sanidad Militar, debe hacer uso de los recursos del fondo-cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, para garantizar la cobertura de los servicios aun cuando éstos no hagan parte del Plan de beneficiosos de la entidad. –T-614-14.
3. EVENTOS EN QUE LA EPS DEBE ASUMIR LOS COSTOS DE MANUTENCIÓN DE SU AFILIADO Y UN ACOMPAÑANTE, CUANDO EL PRIMERO REQUIERE ATENCIÓN MÉDICA EN OTRA CIUDAD.

Sobre el particular, la honorable Corte Constitucional ha sido enfática en señalar que las EPS deben suministrarle ayuda económica al afiliado que requiera desplazarse a ciudad diferente en la que tiene asentada su residencia a recibir la prestación de servicios clínicos que no se encuentran ofertados en ésta, aun cuando este concepto no haga parte del POS, en aquellos eventos en que el afiliado y su núcleo familiar no dispongan de los recursos económicos para estos menesteres y tal atención médica resulte ser indispensable para salvaguardar la vida del paciente o su integridad personal – T 309-18.

Hace notar en este aspecto el alto Tribunal, que el Juez de tutela debe analizar la procedencia de tales conceptos en cada caso concreto, atendiendo criterios como la necesidad, pertinencia y urgencia de la medida. Aunado a lo anterior, la Corte ha explicado que, si bien este tipo de servicios (alojamiento y alimentación requeridos para el desplazamiento y estadía del paciente en otra ciudad) no hacen parte del POS, las EPS no se pueden mostrar indiferentes frente a la facilitación de los mismos, en favor de aquellos afiliados imposibilitados de asumir tales erogaciones, por cuanto este tipo de ayudas constituyen la vía o mecanismo a través de los cuales tales sujetos pueden acceder a las prestaciones asistenciales que ofrece el Sistema de Seguridad Social, y, por ende, hacer efectivo el derecho a la salud.

Ahora bien, resalta el máximo exponente de la jurisdicción constitucional, que también resulta procedente ordenar a las EPS la asunción de los costos de transporte, alojamiento y alimentación que requiera el acompañante del paciente, siempre y cuando, la intervención de aquel resulte necesaria, según concepto médico, y, ni el afiliado ni su núcleo familiar cuenten con los recursos suficientes para financiar tales referidas erogaciones.

Para otorgar dichos servicios, según la Alta Magistratura, debe tenerse en cuenta que:

“(…) cuando se presenta la remisión de un usuario a una institución de salud en una zona geográfica diferente a la de residencia, se deberá analizar si se adecua a los presupuestos estudiados en precedencia, esto es: (i) que el paciente fue remitido a una IPS para recibir una atención médica que no se encuentra disponible en la institución remisora como consecuencia de que la EPS no la haya previsto dentro de su red de servicios, (ii) el paciente y sus familiares carecen de recursos económicos impidiéndoles asumir los servicios y, (iii) que de no prestarse este servicio se genere un obstáculo que ponga en peligro la vida, la integridad física o el estado de salud del paciente. 
Estas condiciones justifican el reconocimiento de los gastos de transporte para el afilado y se entienden incluidas en el PBS de conformidad con lo establecido en precedencia. 

Ahora bien, aquellas también serán tenidas en cuenta para reconocer los gastos por concepto de viáticos del afiliado, así como los derivados del transporte y alojamiento de su acompañante, a las cuales se suma que “el paciente sea totalmente dependiente de un tercero para su desplazamiento requiera atención permanente para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas” 
; bajo el entendido de que el tratamiento legal de estos costos no son idénticos al del transporte del afiliado, en otras palabras, no se comprenden en el PBS” 
. 

Al resolver el caso concreto, para amparar los derechos fundamentales de la parte actora, esa Corporación en la misma providencia, consideró:
“De los hechos expuestos y la jurisprudencia aplicable, puede concluir la Sala que en este caso el Área de Sanidad de Córdoba vulnera con su proceder el derecho fundamental a la salud del accionante por las siguientes razones:
(i) Se trata de una persona a la que se le diagnosticó una enfermedad catastrófica, con una situación de salud precaria y disminuida que lo convierte en un sujeto de especial protección por parte del Estado. En consecuencia, es objetivamente una afección de alta complejidad que amerita controles periódicos, los cuales, de no realizarse, amenazan la vida e integridad del peticionario por el compromiso de órganos vitales.
(ii) Los argumentos expuestos por la entidad accionada, referidos a la falta de un rubro en el presupuesto para atender los gastos de traslado de un paciente aquejado por una enfermedad ruinosa, infringen los criterios de la jurisprudencia
 de esta Corporación cuando ha dispuesto que las instituciones de salud deben preservar la garantía de la continuidad e integralidad en su prestación como postulado constitucional. Por ello, ninguna discusión de índole económica o administrativa justifica la negativa de esas entidades a seguir suministrando un tratamiento necesario que se encuentre en curso.

(iii) Es inadmisible que una entidad prestadora del servicio de salud argumente que “no existe un rubro definido para estos servicios” y asuma conductas como estas que afectan los derechos fundamentales de los usuarios y por ende se comportan censurables por el juez constitucional
.
(iv) La prestación de los servicios de cualquier sistema de salud no puede, so pretexto de una aplicación rigurosa de la normatividad que la reglamenta, desembocar en una situación insostenible para el paciente que implique un menoscabo de sus derechos fundamentales, en especial del derecho a la vida y a la integridad personal.” 

3. CASO CONCRETO

De acuerdo con el libelo introductor, la agente oficiosa del señor José Aldemar Zuluaga  Zuluaga pretende que la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional brinde al agenciado el servicio de transporte tanto en la ciudad como fuera de ella ya que no cuenta con los recursos para costear su movilización hasta el lugar donde le realizan los procedimientos médicos, exámenes y demás.   Así mismo, busca por este medio que se autoricen los viáticos para paciente y un  acompañante para cuando el tratamiento requiere que se desplace a otra ciudad.

De acuerdo con el fallo que amparó el derecho fundamental a la salud al agenciado y ordenó el servicio de transporte local y fuera de la ciudad, en este caso también se autorizó para un acompañante, es claro entonces que el recurso se limita a la viabilidad del transporte local para un acompañante, el servicio de alimentación y el alojamiento cuando debe desplazarse a otra ciudad.
En ese sentido, debe señalarse que la Corte Constitucional ha considerado que en aplicación de los principios de integralidad y universalidad que deben regir la prestación del servicio de salud en Colombia, las EPS, IPS y las instituciones que hacen parte del sistema especial de salud de las fuerzas militares, deben brindar el transporte a sus afiliados cuando no cuenten con la cobertura necesaria, ni los servicios que requieren los afiliados en la ciudad de residencia.

Ahora, en el caso que ocupa la atención de la Sala se evidencian los presupuestos necesarios para que se autorice también el transporte aun tratándose de los servicios prestados en la misma ciudad de residencia, conforme pasa a explicarse.

i) El paciente es una personas de la tercera edad, pues en la actualidad cuenta con 90 años edad; ii) padece una enfermedad catastrófica denominada “angiosarcoma de alto grado”; iii) se encuentra en la actualidad recibiendo quimioterapia como parte del tratamiento dispuesto por su médico tratante, iv) debido a su avanzada edad y la patología que padece requiere acompañante; v) no cuenta con los recursos necesarios para asumir los costos que implica trasportarse desde su residencia, ubicada en el Barrio Guadalupe del sector de Cuba en Pereira, hasta la Clínica Comfamiliar, afirmación que no fue desvirtuada por la entidad durante el trámite de la acción de tutela, carga que le correspondía conforme lo ha adoctrinado la Corte Constitucional –T 309-2018-.

Ahora bien, esos mismos presupuestos, resultan suficientes para ampliar el alcance de la decisión de primer grado al acompañante, esto es ordenar el servicio de transporte también para este, en atención a que es evidente que por la avanzada edad del paciente -90- años, no está en condiciones de acudir sólo a valoraciones y exámenes médicos.

En lo que respecta a la alimentación que pretende la agente oficiosa le sea suministrada, se percibe que esta es una necesidad que debe suplir el paciente y su acompañante con independencia de que se encuentre o no un tratamiento médico, de modo entonces que este no es un servicio que deba asumir el subsistema de salud de la Fuerzas Militares y de Policía.

Frente al alojamiento cuando deban atender citas médicas, exámenes o procedimientos en otra ciudad, es claro que la ausencia de recursos para cubrir los gastos de transporte, también se predica en relación con el alojamiento, mismo que resulta procedente ordenar en tanto que los requisitos que sirvieron para ordenar que le fuera suministrado transporte, resultan ser los mismos para disponer el alojamiento solicitado, si el tratamiento ordenado por el médico tratante requiere desplazamiento y permanencia en otra ciudad fuera de su residencia.

En el anterior orden de ideas, se adicionará el ORDINAL SEGUNDO de la sentencia de primera instancia, para ordenar el trasporte del acompañante del paciente aún dentro de la ciudad de Pereira y el alojamiento para ambos en caso de que los servicios médicos sean dispuestos fuera de ella.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: ADICIONAR el ordinal segundo de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 8 de marzo de 2019, el cual quedará así:

“SEGUNDO: ORDENAR a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, y si aún no lo hubiere hecho, INICIE los trámites que sean necesarios encaminados a suministrar al señor JOSÉ ALDERMAR ZULUAGA ZULUAGA y a un acompañante, el servicio de trasporte que determine su médico tratante, según el estado de salud en que se encuentre, a fin de que asista a las citas médicas, exámenes y procedimientos ordenados por su médico tratante, durante el tiempo que dure el tratamiento de su enfermedad, denominada “Angiosarcoma de alto grado”.  Igualmente cuando se trate de desplazamiento a otras ciudades diferentes a Pereira, deberá garantizarle el transporte y alojamiento –en caso de que se requieran más de un día para la atención-, a él y a un acompañante”.

SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia impugnada.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
   ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 
� Sentencia T-405 de 2017. 


� Sentencia T-309-2018


� Sentencias T-438 de 2007 y T-848 de 2010, entre otras.


� Corte Constitucional Sentencias T-224, T-270, T-508 y T-656 de 2005.
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